
“Se fija la fianza en la suma úni-
ca y total de $500.000, a lo que
deberá darse cumplimiento den-
tro de quinto día mediante pago
en efectivo de la suma indicada”.
De esa forma el Tribunal Consti-
tucional (TC) informaba hace
unos días de una exigencia previa
a los abogados Raimundo Pala-
mara y John Reid. Solo entregada
esa caución, se revisaría el reque-
rimiento con el que buscan la in-
habilidad de la ministra de De-
fensa Maya Fernández, en el mar-
co de la fallida compra por el Es-
tado de la casa que perteneció al
expresidente Salvador Allende y
de la cual ella es una de las here-
deras. El conflicto radica en que
los ministros de Estado no pue-
den celebrar contratos con el apa-
rato estatal.

Palamara y Reid consignaron
esta suma el pasado 30 de enero
—$250 mil cada uno— y, ahora,
esperan que la magistratura reali-
ce el examen de la admisión a trá-
mite este mes. 

“La regla general en los proce-
sos es que no existan pagos pre-
vios para el acceso a la justicia, es-
to se asemeja a la institución anti-
gua que existía denominada ‘Solve
et Repete’ (paga y reclama), deriva-
da del derecho romano y que
nuestra legislación acogió en un
comienzo, pero hoy se encuentra
casi extinta, y este pago podría
considerarse como un resabio de
aquello”, dice Palamara. 

¿Es válido? La semana pasada
un lector de “El Mercurio” adver-
tía en una carta al director: “Una
de las quejas del ciudadano co-
mún son las dificultades del acce-
so a una justicia ‘justa’, por diver-
sas razones; hoy agregamos una
nueva barrera impuesta por el
Tribunal Constitucional”. Se
abrió así el debate. 

n “Balancear” derecho 
a pedir inhabilidad con 
posibles impugnaciones
“infundadas”

Para la abogada constituciona-
lista, Catalina Salem, esta norma
tiene como objeto “evitar accio-
nes jurisdiccionales temerarias”
que puedan entorpecer el ejerci-
cio de cargos relevantes, en este
caso, el de ministra de Estado. An-
te ello, “la Constitución contem-
pla varias instituciones que persi-
guen objetivos similares, como el
fuero parlamentario o la declara-
ción previa del Senado para dar
lugar a acciones judiciales contra
los ministros de Estado por per-
juicios ocasionados a personas en
ejercicio del cargo”.

De igual forma, el abogado To-
más Jordán sostiene que “esta, en
particular, es una acción pública
y, en general, los órganos legiti-
mados para recurrir al TC respec-
to de las autoridades son el Presi-
dente o el Congreso Nacional y
para evitar la litigación frívola, se

exige una fianza”.
En ese sentido, Salem plantea

que “el pago de la fianza busca en-
tonces balancear el derecho que
tiene cualquier persona a solicitar
la declaración de inhabilidad de
un ministro de Estado, que lleva
envuelto un interés público, con
la necesidad de evitar impugna-
ciones infundadas”.

En ese contexto, la otrora ex-
perta del Consejo Constitucional
plantea interrogantes: “¿Existen
mejores mecanismos para lograr
este objetivo sin restringir el acce-
so a la justicia constitucional?”.

“Sí”, dice, pero “se requeriría una
modificación a la ley orgánica del
Tribunal Constitucional, pues
con la actual legislación, el tribu-
nal solo tiene la facultad de fijar
prudencialmente el monto de la
fianza, pero no la pertinencia de
su procedencia en los casos que
conoce”.

n ¿Desdemocratización 
del acceso a la Justicia 
o excepcionalidad?

El expresidente del Tribunal
Constitucional Iván Aróstica,
al abordar la carta al director,

comenta que, aunque esto está
regulado por ley, el lector pue-
de estar “criticando, en el fon-
do, que la ley exija una garantía
que la misma Constitución no
requiere”. Y, en esa línea, cues-
tiona: “¿Una paradoja: una
norma inconstitucional en la
ley del propio Tribunal Consti-
tucional, que revisó él mismo,
y que además no sería posible
impugnar vía recurso de ina-
plicabilidad?”.

“Si bien en este caso la canti-
dad exigida no parece ser exage-
rada, de todas maneras la ley res-

tringe o limita el ejercicio de una
acción, pues que sea ‘a satisfac-
ción del tribunal’ es un término
muy laxo que se presta para ex-
cesos o abusos, capaces de inhi-
bir cualquier reclamo”, conside-
ra el exministro.

Palamara complementa, indi-
cando que este tipo de consigna-
ciones “desdemocratiza” el acce-
so a la justicia, porque pone un
obstáculo que no está siquiera en
la Constitución, aunque se en-
cuentra en una Ley Orgánica
Constitucional —porque en la
Constitución no tiene que estar

todo—, pero este obstáculo signi-
fica, por un lado, que “se requiere
disponer de recursos económicos
para ejercer un derecho que la
Constitución brinda”. Por otro,
agrega, “quedamos entregados a
la prudencia del juez del cuánto
hay que pagar”. Esto quiere decir,
en su opinión, que “por donde
quiera que se le mire, la obliga-
ción de pago de una fianza que
impone el legislador, no coincide
con los principios y derechos ga-
rantizados por la Constitución,
entre ellos el libre e igualitario ac-
ceso a la justicia”.

Sin embargo, Jordán sostiene:
“Me parece que en la excepciona-
lidad está su justificación, porque
si fuera una barrera para toda liti-
gación estaríamos en presencia de
una barrera al acceso a la justicia,
pero me parece que en su carácter
de excepcional respecto de un ti-
po de autoridad, porque por
ejemplo no hay acción pública pa-
ra los parlamentarios, solo para
los ministros, entonces la justifi-
cación está dada, a mi juicio, en
esa excepcionalidad”.

n Para garantizar 
eventuales costas del 
juicio, si requerimiento 
fuese injustificado

Por su parte, el académico de la
U. Católica de Valparaíso, Eduar-
do Cordero, asegura que “es bas-
tante habitual en el ámbito proce-
sal que nuestra legislación les im-
ponga carga a las partes, con la fi-
nalidad de garantizar la seriedad
de las acciones o requerimientos
que se presentan”.

Recuerda, además, que “la
Ley Orgánica Constitucional del
Tribunal Constitucional estable-
ce dos instituciones propias de
un proceso judicial: la condena
en costas para las personas que
no han tenido un fundamento
plausible para demandar (artí-
culos 128 y 137), y la fianza resul-
tas (artículo 118 inciso segundo),
para garantizar el pago de las
costas de juicio y los gastos que
un requerimiento infundado
puede generar a la autoridad re-
querida”.

Expertos en justicia constitucional y exministros de la magistratura

Es legal, pero podría limitar acceso a la
justicia: el debate por fianza que exige
TC para revisar acción contra Fernández

E. CANDIA y A. ZÚÑIGA

Aunque es una especie de “garantía” que aplica a este tipo de presentaciones, regulada en la ley orgánica del
tribunal para evitar acciones “infundadas”, hay algunas aprensiones entre los abogados. 

‘‘¿Existen mejores mecanismos para lograr este
objetivo sin restringir el acceso a la justicia constitucional?
Sí, pero se requeriría de una modificación a la ley”.
.................................................................................................................................................

CATALINA SALEM
ACADÉMICA DE LA U. DEL DESARROLLO

‘‘Si bien en este caso la cantidad exigida
no parece ser exagerada, de todas maneras la
ley restringe o limita el ejercicio de una acción”.
............................................................................................................................

IVÁN ARÓSTICA
EXPRESIDENTE DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Se espera que la admisión a trámite de la acción en que se pide la inhabilidad de la ministra de Defensa, Maya Fernández, sea revisada el 10 o el 24 de
febrero por el Tribunal Constitucional. 
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Desde el año pasado, en el Palacio
de Tribunales —luego que se conocie-
ran los chats del abogado Luis Hermo-
silla con distintos jueces de las cortes
Suprema y de Apelaciones de Santia-
go—, existía la “intuición” de que esas
no serían las únicas comunicaciones
que se conocerían, pero cuando al in-
terior del pleno del máximo tribunal
alguna vez se preguntó quién más te-
nía mensajes con el penalista, nadie
contestó, contaron a este medio meses
atrás algunos de los ministros que
presenciaron ese debate. Por eso,
cuando hace solo unas semanas, ini-
ciando 2025, surgieron nuevos chats y
el nombre de una minis-
tra del tribunal de alza-
da capitalino que, hasta
ahora, no había apareci-
do, Verónica Sabaj, hu-
bo preocupación y se
adoptaron medidas in-
mediatas, pero la sor-
presa fue “moderada”. 

Hermosilla había de-
clarado ante el Ministe-
rio Público el año pasado, en el marco
del caso Audio, que en su teléfono te-
nía “más de mil contactos (...), no he
borrado conversaciones, por lo que
todo debe estar en él”. Ese aparato en-
tonces ya estaba incautado y había
más de 700 mil páginas con sus con-
versaciones. 

Mientras que la Corte Suprema dis-
puso la suspensión de Sabaj y abrir un
proceso de remoción de inmediato,
sus pares ordenaron un sumario en su
contra. Ayer, además, desde la fiscalía
confirmaron que había una causa pe-
nal en curso. 

Nombramientos 
y sugerencias de 
estrategias judiciales

Los chats entre el penalista y la mi-
nistra de la Corte de Santiago, publi-
cados por The Clinic, abordan asuntos
como designaciones de cargos judicia-
les, incluido el propio, en el que el pe-
nalista ayudó promoviendo su nom-

bre, mientras la jueza
luego, a modo de agra-
decimiento, realizaba
gestiones para él y le da-
ba sugerencias de estra-
tegias jurídicas.

¿Quién la investiga-
rá? La indagatoria pe-
nal se le asignó a la jefa
de Alta Complejidad de
la Fiscalía Metropolita-

na Centro Norte, Ximena Chong,
quien trabajará con un persecutor de
su equipo, Marcelo Carrasco. Ya ha-
brían decretado las primeras dili-
gencias en el caso.

Primero, presentó una querella con-
tra la magistrada el abogado particu-
lar Luis Mariano Rendón, quien le

atribuye conductas que podrían ser
constitutivas del delito de prevarica-
ción. Esta acción penal fue declarada
admisible por el 7° Juzgado de Garan-
tía de Santiago y remitida al Ministe-
rio Público. 

Pocos días después, al cerrar enero,
el juez de garantía Daniel Urrutia, ti-
tular de ese mismo tribunal, se quere-
lló también contra la ministra Sabaj. El
magistrado aparece mencionado en la
mensajería entre el abogado y la jueza. 

Ahora, si bien la acción penal contra
Sabaj llegó a la Fiscalía Metropolitana
Centro Norte, es probable que se rea-
signe, pues se ha buscado evitar que
los persecutores capitalinos queden
inhabilitados de litigar en las cortes.

“Quiero hacerle el 
mayor daño posible”, 
el chat sobre Urrutia

Respecto de él, Hermosilla le co-
mentaba a la ministra: “Quiero hacer-
le el mayor daño posible”.

El juez Urrutia incluyó en su quere-
lla —que hasta ayer no había sido de-
clarada admisible— a uno de los pares
de Sabaj, al ministro de la Corte de
Santiago Antonio Ulloa, quien tam-
bién tiene chats con el penalista que él
mismo ha reconocido. Ulloa es igual-
mente indagado en una investigación
administrativa por orden del máximo
tribunal. 

El penalista influyó en la designa-

ción de este último, lo que el mismo
magistrado ha admitido pública-
mente.

Tanto Sabaj como Ulloa actual-
mente tienen un sumario abierto en
su contra en la Corte de Santiago, a
cargo de la fiscal judicial de ese tri-
bunal, Javiera González, y Sabaj,
además, está suspendida y se le abrió
un cuaderno de remoción por parte
del máximo tribunal.

Actualmente, hay vigentes también
indagaciones sumarias respecto de los
supremos Mario Carroza y Manuel An-
tonio Valderrama, dado que ellos mis-
mos lo pidieron tras conocerse la deno-
minada “lista Hermosilla”. El defensor
del penalista, su hermano Juan Pablo,
los mencionó en una nómina de jueces,
fiscales, entre otros, con quienes dijo
había chats relativos a “nombramien-
tos” o “causas”. 

Ni Sabaj ni Ulloa aparecían en ese lis-
tado, pero consultado la semana pasada
por la ausencia de sus nombres, el de-
fensor expresó que “cuando entregué
esos mensajes (el listado), dije que esos
no eran todos, sino que eran los que ha-
bían encontrado y que a lo mejor apare-

cían más; esto, casi en el millón de docu-
mentos que tenemos. No dije que fue-
ran los últimos ni hemos escondido na-
da. Dije que no había chance de que
quisiéramos ocultar algo intencionada-
mente, porque los tenía el Ministerio
Público”.

La remoción de una 
ministra de la Suprema

En octubre del año pasado, el Ple-
no de la Corte Suprema removió de
su cargo a la ministra del máximo tri-
bunal Ángela Vivanco, cuya mensa-
jería con el abogado revelaba cómo el
penalista la ayudó en su designación
y las gestiones que esta habría reali-
zado a modo de retribución. La ex-
magistrada es investigada penal-
mente también. La causa en su contra
está radicada en la Fiscalía Regional
de Los Lagos.

La exministra Vivanco todavía no ha
agotado todas sus cartas, dicen desde su
entorno, y es posible que recurra a tri-
bunales internacionales. Su defensor,
Juan Carlos Manríquez, así lo ha desli-
zado en los últimos meses. 

Nueva causa derivada de chats extraídos de teléfono de Luis Hermosilla:

Ministra de corte Verónica 
Sabaj suma querella por
prevaricación y enfrenta causa
penal, además de sumario

Se abrió una indagatoria en la Fiscalía Metropolitana Centro Norte y ya se
habrían decretado las primeras diligencias en el caso. 
A. ZÚÑIGA Y A. CHAPARRO

Antonio Ulloa, ministro de la Corte de San-
tiago, enfrenta también un sumario por sus
mensajes con el abogado Hermosilla. 

Verónica Sabaj, ministra del tribunal de al-
zada capitalino, suspendida de su cargo en
cuanto se divulgaron los chats.

COMUNICACIONES
En el caso Audio hay más de

700 mil páginas con el
contenido del teléfono de

Hermosilla, quien se
encuentra en prisión

preventiva. 
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